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Introducción

La agenda latinoamericana de seguridad atraviesa por un impor-
tante momento de transición, como resultado de los cambios 
en el carácter y naturaleza de las amenazas, así como de los ins-

trumentos necesarios para confrontarlas. Por una parte, han concluido 
los conflictos armados internos entre los gobiernos nacionales y grupos 
guerrilleros, con la notable excepción de Colombia. De igual forma, y 
con la excepción del incidente militar en la frontera entre Colombia y 
Ecuador el primero de marzo de 2008, cuando tropas colombianas ata-
caron a miembros de las FARC en territorio ecuatoriano como parte de 
una maniobra para dar de baja a un alto dirigente del grupo guerrillero, 
la gran mayoría de los países latinoamericanos no perciben amenazas 
provenientes de países vecinos o de otros estados. No obstante, en los 
últimos veinte años, han aparecido nuevos fenómenos que han obligado 
a pensar en la reforma de las instituciones de seguridad y defensa. Estas 
nuevas amenazas tienen como característica la asimetría, la no conven-
cionalidad, y su manifestación y origen tanto nacional como transnacio-
nal. En casos extremos han puesto en jaque a gobiernos ante la aparente 
incapacidad de los cuerpos policiales de enfrentar estas nuevas amenazas 
a la seguridad pública e incluso a la gobernabilidad de los países.

En un esfuerzo conjunto, el proyecto “Creando Comunidades en la 
Américas” del Programa Latinoamericano del Woodrow Wilson Center 
y el Centro de Estudios Hemisféricos de Defensa (CHDS) de la Nacional 
Defense University, convocaron en septiembre de 2007, en el marco del 
X Aniversario del CHDS, a un distinguido grupo de expertos para que, 
ante una audiencia mixta que incluía funcionarios, representantes de ins-
tituciones militares y académicos, analizaran el impacto de las amenazas 
irregulares en la agenda de seguridad latinoamericana, y en particular en 
el proceso de las reformas de las instituciones de seguridad y defensa de la 
región. La gravedad de las amenazas ha llevado a los gobiernos y a diver-
sos sectores de la sociedad civil a proponer el uso de las fuerzas armadas 
en tareas de seguridad pública, lucha contra el crimen organizado y el 
narcotráfico. Esta cuestión ha levantado un serio debate entre estudiosos 
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Seguridad y defensa en México: 
proceso de toma de decisiones y 

amenazas

Raúl Benítez Manaut
Universidad Nacional Autónoma de México

raulmanaut@hotmail.com

1. El peso del pasado

A diferencia de los procesos de transición en el resto de América Latina, 
donde acotar el poder de los militares era un factor clave en la democra-
tización, en México las instituciones militares no jugaron un rol rele-
vante en el cambio de régimen. El desgaste de la revolución hizo enveje-
cer muchas estructuras estatales. Los 71 años de predominio del Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) llevaron a los militares a no cuestio-
nar la posibilidad de cambio de partido en el gobierno en la década de los 
años 90. El pasado jugó un rol contradictorio: 

a) �un papel muy positivo derivado de la doctrina de la lealtad al 
Presidente. En este contexto, “lealtad” significa para los militares 
no ser políticamente activos ni cuestionar—de forma pública—a los 
líderes políticos del país. Esa lealtad se transformó en institucionali-
dad y ambos factores, lealtad e institucionalidad, llevaron a México 
a ser un país “libre de golpes de Estado”: desde 1929, no hubo nin-
guna amenaza seria en este sentido;

b) �lo negativo es que, como derivación de lo anterior, los militares 
no perciben la necesidad de cambiar o democratizar las estructuras 
existentes, o sea, no se percibe la necesidad de la reforma; 

c) �esta percepción de que no es necesario un cambio también se da 
en la doctrina y la ideología. O sea, el nacionalismo sigue siendo 
el eje rector de la doctrina militar, y como elemento central del 
nacionalismo, sigue prevaleciendo la actitud anti-Estados Unidos.
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Los dos últimos elementos, la percepción de que no es necesaria la 
reforma y la ideología anti-Estados Unidos, no se acoplan ni se adaptan a 
dos procesos en curso: la democratización del país y la globalización, lo 
que equivale a decir que hay una falta de adaptación del país a las dos va-
riables principales del siglo XXI. Sin lugar a dudas, el peso del pasado es 
el factor fundamental para que en México no se construya una Secretaría 
de Estado unificada de Defensa, con conducción civil.

2. Lo no militar en la política de defensa: la 
securitización

La defensa en México está securitizada. Esto significa que las misio-
nes internas determinan la organización y el despliegue de las Fuerzas 
Armadas, tanto la división en regiones y zonas militares como la con-
centración de efectivos por estado de la república. La securitización se 
focaliza en varias misiones: la guerra a las drogas, el apoyo a la seguridad 
pública, el combate contra el crimen organizado, las actividades de inte-
ligencia contra grupos radicales derivados del impacto de la Guerra Fría 
en México, el apoyo a la población civil en casos de desastres naturales, 
la protección del medio ambiente, etc.

Debido a lo anterior, hay un predominio de las fuerzas del Ejército 
de tierra. La Fuerza Aérea está subordinada al Ejército; por su parte, la 
Armada desempeña también las actividades mencionadas, aunque es más 
profesional en cuanto a que su doctrina otorga mayor importancia a la 
guerra externa y la actividad militar internacional. 

3. La autonomía militar

México es uno de los países del hemisferio con mayor autonomía militar 
respecto del poder civil. Al igual que en Cuba, Guatemala, El Salvador 
y República Dominicana, los militares gozan de privilegios muy supe-
riores a los de las autoridades civiles (principalmente salariales), y en la 
práctica existe muy poca supervisión civil de presupuesto, asignación de 
misiones, despliegue operativo, ascensos, etc. Del mismo modo, la so-
ciedad civil tiene muy poca incidencia en la formulación de las políticas 

de defensa. No hay una doctrina de defensa unificada. El Presidente, 
por falta de voluntad política y como herencia del viejo régimen, no 
participa activamente de su formulación (sólo aprueba lo que los mi-
nistros militares le formulan); no delibera ni analiza los expedientes de 
los militares para otorgar ascensos (sólo aprueba lo que sus ministros 
militares le plantean); no tiene un equipo de asesores o una oficina espe-
cializada en asuntos militares en la Presidencia; no debate el presupuesto, 
sólo lo aprueba o desaprueba, con base en decisiones presupuestales, no 
militares. Los otros poderes, principalmente el Legislativo, no tienen ci-
viles especializados en defensa con capacidad de opinar, criticar o elabo-
rar propuestas relativas a las políticas militares del país. Las comisiones 
de Defensa y Marina, e incluso las de Seguridad Nacional (existe una 
Comisión Bicameral de Seguridad Nacional en la actual Legislatura), 
no son relevantes en el Senado o la Cámara de Diputados. La sociedad 
civil sólo interactúa con las estructuras militares de forma crítica (princi-
palmente en asuntos relativos a derechos humanos) y no tiene presencia 
como fuerza con capacidad propositiva. 

Otro elemento que refleja la autonomía militar es la falta de transpa-
rencia. No existe Libro Blanco de Defensa y nunca se ha considerado su 
redacción como parte de las políticas del Poder Ejecutivo. Existen inicia-
tivas autoasignadas para hacer más transparentes las cuestiones relativas 
a la defensa, por ejemplo, por parte del Estado Mayor Presidencial y la 
Secretaría de Marina, pero hay una negativa a ello en la Secretaría de la 
Defensa Nacional (Ejército y Fuerza Aérea). Incluso los informes anuales 
del Secretario de la Defensa Nacional son “secretos”. En el actual debate 
legislativo sobre la reforma del Estado, la política de defensa no está in-
cluida en la discusión. 

Otro elemento que demuestra la autonomía militar es la total separa-
ción entre el sistema educativo militar y el civil. En las Fuerzas Armadas 
no se cumple con los requisitos de registro, supervisión, etc. que todas 
las instituciones de enseñanza del país deben tener hacia la Secretaría de 
Educación Pública (SEP), la Universidad Nacional Autónoma de México 
(UNAM) o el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt). En 
ocasiones son más reconocidos los sistemas de enseñanza militar (como 
en el caso de la carrera de Medicina), pero en general nadie en el mundo 
civil conoce o puede decidir sobre la forma de definir los planes y progra-
mas de estudio de las instituciones militares. De igual manera, el sistema 
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de justicia militar opera fuera del sistema de justicia civil—y muchas 
veces con grandes diferencias–. Esto lleva a dos situaciones igualmente 
graves: por un lado, a violaciones de los derechos humanos de los propios 
militares, por asuntos relativos a la falta de “debido proceso” o la aplica-
ción de penas muy superiores a las del mundo civil; por otro, a la pro-
tección e impunidad de las instituciones militares cuando sus miembros 
cometen actos que afectan a la población civil. 

4. La relación cívico-militar

“Zapatero a tus zapatos”: los militares respetan el poder civil, se subordi-
nan a él (al Presidente) y no deliberan (públicamente). Ese “respeto” se 
cumple a condición de que el poder civil no interfiera en asuntos mili-
tares, no opine, no discuta ni trate de criticar, y muchos menos transfor-
mar, las estructuras legales e institucionales que definen la configuración 
de las Fuerzas Armadas. Cuando desde el poder civil ha habido intentos 
de construir un contrapeso a la autonomía militar, la reacción “en de-
fensa de la institución” es contundente. El caso más notorio se produjo 
cuando el presidente Vicente Fox conformó el Gabinete de Orden y 
Respeto y la Consejería Presidencial de Seguridad Nacional en diciem-
bre de 2000. Fue un intento fallido, que los militares lograron impedir 
que se consolidara. En otras palabras, el intento de crear una especie de 
Consejo de Seguridad Nacional en México ha fracasado, entre otras ra-
zones, por la activa oposición de los militares, que buscan evitar que se 
socave o limite su autonomía. 

Pese a lo anterior, el impulso democratizador penetra lentamente en 
las instituciones militares. Es una presión desde afuera hacia adentro, 
tanto internacional como nacional. Por ejemplo, la creación del Instituto 
Federal de Acceso a la Información (IFAI) es un instrumento muy im-
portante y ha avanzado poco a poco en lograr que los militares ofrezcan 
información al mundo externo. Por ejemplo, antes era un secreto de 
seguridad nacional la información sobre los salarios; hoy éstos se co-
nocen. Otro avance en la relación cívico-militar es que poco a poco el 
Legislativo asume atribuciones para el debate de asuntos de defensa. Antes 
del año 2000, nunca un ministro militar había acudido a la Cámara de 
Diputados o a la de Senadores; hoy es práctica común asistir a ellas cada 

año. En 2004-2005 hubo por primera vez un debate legislativo sobre la 
posibilidad de participar en misiones de paz de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), con motivo de la conformación de la misión 
Minustah en Haití. Eso antes habría sido imposible. De igual manera, la 
lenta y gradual inclusión de mujeres en las Fuerzas Armadas es una señal 
de avance.

5. La lucha burocrática en el proceso de defensa

Al menos siete Secretarías de Estado o estructuras institucionales partici-
pan en el proceso de toma de decisiones en materia de defensa, y esto se 
debe a que las fuerzas militares desarrollan misiones internas. Estas fun-
ciones son atribución y responsabilidad de otras Secretarías de Estado, 
pero por debilidad institucional, las Fuerzas Armadas son las responsables 
reales de muchas de estas misiones. En la relación burocrática, son impor-
tantes tanto la interacción positiva como la omisión.

a) �Relación Presidencia-Fuerzas Armadas: es por omisión. La 
Presidencia ha evadido ser la impulsora de las políticas de defensa, 
dejando a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) y la Armada 
la definición de su doctrina, presupuesto, planes y despliegue mi-
litar, etc.

b) �Relación Secretaría de Gobernación-Fuerzas Armadas: es muy im-
portante para asuntos relativos a la inteligencia y para acciones de 
protección de la población ante desastres naturales. De igual ma-
nera, el respaldo de las Fuerzas Armadas al control de la migración 
ilegal (función del Instituto Nacional de Migración, Inami) es fun-
damental, principalmente en la frontera sur (Ejército) y el Caribe 
(Armada). 

c) �Relación Fuerzas Armadas-Procuraduría General de la República 
(PGR): en teoría, toda la acción de las Fuerzas Armadas debe 
estar subordinada a la PGR, pero en la práctica existe total au-
tonomía y la PGR no tiene capacidad de conducción. La PGR 
es la responsable de enfrentar las amenazas irregulares como el 
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crimen organizado, pero no tiene estructuras de inteligencia ni 
de contención, y además está considerada como una de las institu-
ciones más débiles y vulnerables a la penetración del crimen orga-
nizado mediante la corrupción. El brazo operativo de la PGR, la 
Agencia Federal de Investigación (AFI), creada en el año 2002, no 
ha sido militarizada, y sí ha vivido una gran profesionalización. 
El brazo de inteligencia contra el crimen organizado, el Centro 
Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate 
a la Delincuencia (Cenapi), ha estado notablemente militarizado. 
De igual manera, entre diciembre de 2000 y 2004, la PGR estuvo 
conducida por un militar en activo—con permiso—,y muchos 
cargos superiores fueron dados a militares. 

d) �Relación Fuerzas Armadas-Secretaría de Relaciones Exteriores 
(SRE): desde el fin de la Guerra Fría, esta relación es creciente-
mente relevante. En general, la SRE ha sido favorable a la par-
ticipación de las Fuerzas Armadas mexicanas en misiones de paz 
de la ONU, pero en el proceso de toma de decisiones, ha sido 
fundamental y decisivo el contrapeso de la Sedena para neutrali-
zar esta posibilidad.

e) �Relación Fuerzas Armadas-Secretaría de Seguridad Pública (SSP): 
ha sido muy estrecha desde la fundación de la SSP, por la presen-
cia de las Fuerzas Armadas en dos estructuras: la Policía Federal 
Preventiva, que cuenta con el respaldo de las Fuerzas Federales de 
Apoyo (Policía Militar), y el sistema de inteligencia. La SSP es la 
otra dependencia clave del Estado mexicano para enfrentar las ame-
nazas irregulares.

f ) �Relación Fuerzas Armadas-Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales (Semarnat): las Fuerzas Armadas son claves en la protec-
ción del medio ambiente, pues la Semarnat no cuenta con estructuras 
de vigilancia. Esto es muy relevante tanto para la acción del Ejército 
(labor contra la desforestación) como para la defensa del mar.

g) �Relación Fuerzas Armadas-instalaciones estratégicas (básica-
mente Pemex): las Fuerzas Armadas son las responsables de la 

protección de las instalaciones estratégicas. Esto se reforzó des-
pués del 11 de septiembre de 2001, cuando se impuso el cerco 
aeronaval de la Sonda de Campeche contra una posible acción te-
rrorista. Ésta es la principal función antiterrorista de las Fuerzas 
Armadas: evitar que algún grupo extranjero o nacional realice 
atentados contra las instalaciones estratégicas, principalmente la 
infraestructura de energía. 

6. El rechazo a la participación en seguridad 
internacional

El rechazo a la participación en esquemas activos de seguridad interna-
cional abre grandes vulnerabilidades para México. El país no está prepa-
rado al cien por ciento para garantizar la efectiva contención contra las 
amenazas emergentes irregulares, algo que se ha hecho evidente desde 
la aparición de las grandes mafias colombianas comercializadoras de co-
caína. El Estado mexicano no pudo evitar que los cárteles se mexicani-
zaran y que lograran construir zonas de desembarco, tránsito, almacena-
miento y lavado de dinero. Si bien México no es causante ni del circuito 
productivo (localizado en los Andes, principalmente en Colombia) ni 
del consumidor (Estados Unidos), sí es responsable de no lograr evitar la 
intermediación y el lavado de activos en su territorio. Tardía y gradual-
mente reconoció estas vulnerabilidades a fines de los años 80, y comenzó 
a ser más activo en la cooperación internacional para el combate contra 
estos flagelos. 

Si bien México es un país muy activo en lo jurídico, es inactivo en 
lo militar en materia de seguridad internacional. De igual manera, es 
víctima (y el Estado no logra encontrar estrategias exitosas para contra-
rrestarlo) del comercio de armas pequeñas proveniente de las armerías 
del sur de Estados Unidos, que alimenta todas las actividades criminales 
en el país, desde el crimen organizado de alto impacto hasta los delitos 
comunes callejeros. Las leyes de libertad de venta y posesión de armas de 
Estados Unidos y Guatemala son una amenaza a la seguridad nacional de 
México y alimentan las amenazas irregulares. 

Finalmente, hay una gran distancia entre el discurso y la práctica 
mexicanos de respaldo a la seguridad internacional. La incongruencia 
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entre la actividad de México en el terreno jurídico internacional y su 
pasividad en lo militar mantiene al país “descolocado” en el sistema de 
seguridad internacional.

Por otra parte, existe gran presión de Estados Unidos y la ONU para 
que México aumente su presencia en los sistemas de seguridad multina-
cionales. En relación con Estados Unidos, México colabora con las po-
líticas de securitización vinculadas a la protección de la patria (Homeland 
Security), básicamente con las relacionadas con la seguridad de las fron-
teras (terrestres, navales y aéreas). Sin embargo, no comparte la polí-
tica antiterrorista global de Washington (principalmente, está en contra 
de la doctrina de la acción preventiva (preemptive action). Tampoco res-
palda la acción del Comando Norte (creado en 2002) o del Comando de 
Defensa Aeroespacial de Norteamérica (North American Aerospace Defense 
Command, Norad) entre Canadá y Estados Unidos. En lo militar, la co-
operación es restringida y limitada. 

7. Las perspectivas

Si bien hay un desfase entre la democratización de México y su inserción 
en el proceso de globalización, la tendencia respecto a la evolución de los 
aparatos de seguridad y defensa es que poco a poco, por presión externa 
al Estado mexicano, tanto nacional como internacional, se vayan dando 
modificaciones y avance el proceso de modernización de las estructuras. 

El sistema de seguridad mexicano ha sufrido gran cantidad de cam-
bios institucionales, no así el de defensa. Sin embargo, los cambios son 
reactivos, responden a grandes crisis y a la demanda de la población de 
tener mayor seguridad pública. De igual manera, los cambios se orientan 
a enfrentar el crecimiento del crimen organizado. La estructura desin-
tegrada y descentralizada del sistema mexicano de seguridad pública y 
nacional1 es el mejor condimento para las actividades del crimen común 
y organizado. 

México tiene niveles de profesionalismo desigual; atribuciones legales 
confusas o superpuestas; falta de confianza entre sus instituciones; falta 
de inteligencia “de Estado”; corrupción, etc. Todo lo anterior favorece 
el crimen y a los llamados “actores irregulares” o nuevas amenazas. Es 
por esto que se debe plantear una profunda reforma al sistema de se-

guridad nacional, tomando en cuenta la necesaria coordinación inter-
nacional (con los vecinos y a nivel de la ONU y las convenciones de 
la Organización de Estados Americanos), o la in-seguridad nacional de 
México resultará un factor de vulnerabilidad para la seguridad interna-
cional. O sea, la inseguridad de México abre huecos a la inseguridad 
global—y favorece a los actores irregulares–. Desarrollar estrategias que 
favorezcan la seguridad del país sería también una contribución a la segu-
ridad binacional con Estados Unidos, subregional (con Centroamérica, 
el Caribe y América del Norte) y hemisférica.

Notas

1. Como ejemplo de esto, existen en el país más de 1.600 corporaciones 
policíacas.




